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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las ocho horas y treinta y 

cinco minutos del veinticinco de junio de dos mil catorce.  

Analizada la denuncia presentada el trece de febrero de dos mil catorce, por los 

señores ********* y*********, contra el señor Rosalío Tóchez Zavaleta, Presidente de la 

Corte de Cuentas de la República, este Tribunal hace las consideraciones siguientes: 

I. Los denunciantes manifiestan que desde agosto de dos mil trece los señores José 

Arnoldo Gaitán, Julia Elizabeth Alvarenga y otras dos personas cuyos nombres desconocen, 

fueron nombrados Jueces; y los señores Mario Pablo Alfredo Palacios y Enrique Sosa, 

Secretarios de Actuaciones, de las Cámaras Sexta y Séptima de Primera Instancia. 

 Señalan que a la fecha de los anteriores nombramientos, dichas Cámaras no tenían 

existencia física, es decir no contaban con el local para su funcionamiento, y el recurso 

humano fue contratado hasta en febrero del presente año. 

Agregan que la “institución” lo único que ha hecho es realizar la inauguración de las 

oficinas donde funcionarían tales Cámaras, en las cuales no ha existido ningún tipo de 

productividad, lo que se puede comprobar a través de la Coordinación General Jurisdiccional 

de dicha Corte, ya que a la fecha de la presente denuncia, no se han enviado informes de 

auditoría para el inicio de los respectivos juicios de cuentas. 

Expresan que tales inobservancias pueden constituir causas de responsabilidad 

administrativa y patrimonial de los funcionarios y empleados de las entidades y organismos 

del sector público, contemplados en los artículos 54 y 55 de la Ley de la Corte de Cuentas de 

la República, por lo que establecen que si la institución fuera auditada estaría incurriendo en 

una irregularidad.  

Con base en lo anterior, señalan que el funcionario público denunciado infringió  los 

artículos 4 letras b) y k) de la Ley de Ética Gubernamental, 17, 18, 19, 25 y 29 letra a) de la 

Ley de la Corte de Cuentas de la República y 29 de la Ley del Servicio Civil, por no incluir 

en la estructuración de las referidas Cámaras al personal de la institución, el cual goza de 

experiencia; teniendo en cuenta la inversión en recurso humano a través de capacitaciones 

que realiza dicha entidad. Por lo que consideran, se ha generado un mayor gasto al contratar 

personal sin experiencia en los cargos antes mencionados.    

II. La Ley de Ética Gubernamental, en lo sucesivo LEG, ha encomendado a este 

Tribunal la función de prevenir y detectar las prácticas corruptas, así como sancionar los 

actos y omisiones que se perfilen como infracciones a los deberes y prohibiciones enunciados 

en los artículos 5, 6 y 7 de dicha ley, todo ello en armonía con los compromisos 

internacionales adquiridos con la ratificación de la Convención Interamericana contra la 

Corrupción y de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción. 

Conforme al principio de tipicidad, toda conducta u omisión constitutiva de infracción 

administrativa debe estar descrita con claridad en una norma, por ende, la facultad 



sancionadora de esta institución se restringe únicamente a los hechos contrarios a los deberes 

y prohibiciones antes mencionados. 

Es por esa razón que el artículo 81 letra b) del Reglamento de la LEG establece como 

causal de improcedencia de la denuncia o aviso la falta de correspondencia entre los hechos 

planteados y las prohibiciones o deberes éticos.  

III. En el caso particular, los hechos denunciados versan sobre la inconformidad de 

los señores ********y ******** respecto a los nombramientos realizados por el señor 

Tóchez Zavaleta, de los Jueces y Secretarios de Actuaciones que serían destacados en las 

Cámaras Sexta y Séptima de Primera Instancia de la Corte de Cuentas de la República, por 

considerar que dichas personas no cuentan con la experiencia requerida para el cargo, y que 

además percibieron sus respectivos salarios a partir de agosto de dos mil trece, no obstante, 

que las oficinas y recurso humano de las referidas Cámaras fue contratado hasta febrero del 

presente año.  

Al respecto, el artículo 196 de la Constitución establece que para el cumplimiento de 

sus funciones jurisdiccionales la Corte de Cuentas de la República, se dividirá en una Cámara 

de Segunda Instancia y en las Cámaras de Primera Instancia que establezca la ley. 

Así, el capítulo III de la Ley de la Corte de Cuentas de la República, en adelante la 

LCCR, regula la competencia y atribuciones de las mencionadas Cámaras, así como los 

requisitos de los Jueces y Magistrados que las integrarán.  

En tal sentido, el artículo 13 de la citada normativa, determina que el número de 

Jueces y Cámaras de Primera Instancia se establecerán en la Ley de Salarios, según las 

necesidades de la misma Corte; siendo una atribución de la Cámara de Segunda Instancia de 

dicha institución el nombramiento y remoción de los Jueces de las Cámaras de Primera 

Instancia, de conformidad al artículo 17 letra a) de la LCCR. 

En los anteriores términos, si bien el análisis del supuesto planteado está relacionado 

con la debida eficiencia y eficacia en la utilización de los recursos del Estado, que debió regir  

la creación e integración de las Cámaras Sexta y Séptima de Primera Instancia de la Corte de 

Cuentas de la República, se trata de un tema de auditoría interna de las operaciones de dicha 

Corte, que en virtud del artículo 112 de la LCCR, le corresponde a la Asamblea Legislativa, 

la cual con el soporte técnico de una firma de auditoría debidamente acreditada, podrá 

practicar a la Corte el examen de su situación patrimonial, financiera y de sus actividades 

operacionales o de gestión. 

  Si bien es cierto, que los denunciantes han invocado el incumplimiento de los 

principios éticos establecidos en el artículo 4 letras b) y k) de la LEG, es procedente aclarar 

que éstos son postulados normativos de naturaleza abstracta que establecen lineamientos 

acerca de cómo debe ser el desempeño ético en la función pública y constituyen, a su vez, 

una guía para la aplicación de la referida Ley. Sin embargo, de manera aislada no son objeto 

de control directo por parte de este Tribunal, sino que su inobservancia debe vincularse 



necesariamente con la transgresión de un deber o prohibición ética, lo cual no se advierte en 

el caso particular.  

En consecuencia, los hechos denunciados no corresponden a la competencia objetiva 

de este Tribunal, pues no reflejan indicios de transgresiones a los deberes y prohibiciones 

regulados en los artículos 5, 6 y 7 de la LEG. Por lo que, la denuncia de mérito, deberá 

rechazarse. 

Por tanto, con base en lo dispuesto en los artículos 1, 2, 5, 6, 7 y 33 de la Ley de Ética 

Gubernamental y 81 letra b) de su Reglamento, este Tribunal RESUELVE:  

a) Declárase improcedente la denuncia presentada por los señores******* y ******, 

contra el señor Rosalío Tóchez Zavaleta, Presidente de la Corte de Cuentas de la República. 

b) Comuníquese esta resolución junto con copia de la denuncia de mérito al Presidente 

de la Junta Directiva de la Asamblea Legislativa, para los efectos legales correspondientes. 

c) Tiénese por señalado como lugar para oír notificaciones la dirección que consta a 

folio 1 vuelto del presente expediente. 

 Notifíquese. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL QUE LO SUSCRIBEN. 
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